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ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, diez de junio de dos mil dieciséis 
Acta N° 0     de 28 de octubre de 2015
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por CARLOS HERNÁN FRANCO NARANJO contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL y la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL –SECCIONAL RISARALDA. 
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Carlos Hernán Buitrago Arbeláez que es pensionado de la Policía Nacional, debido a su condición de discapacidad; que la pérdida de su miembro inferior izquierdo, le fue adaptada una prótesis trastibial Liner, cuyo deterioro lo llevó a solicitar el día 9 de marzo de 2016, a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional que hiciera efectiva la garantía de la prótesis, fabricada por UT OTTOBOCK KAMER; que a la fecha de presentación de la presente acción no ha obtenido respuesta a su reclamo, motivo por el cual solicita la protección de sus derechos fundamentales de petición, a la salud, a la vida y a la integridad personal y como consecuencia de ello, que se ordene a la entidad accionada dar respuesta a su derecho de petición y suministrar la pieza –Liner- deteriorada de su prótesis.
TRAMITE IMPARTIDO
A pesar de que el actor no manifestó bajo la gravedad de juramento el haber iniciado una acción por los mismos hechos y derechos en que se fundamenta la presente, para lo cual fue requerido, hubo de admitirse el trámite y correr traslado a las accionadas por el término de dos (2) días, toda vez que el Decreto 2591 de 1991, no prevé el rechazo de la acción por tal falencia.  

La Seccional de Sanidad Risaralda, se vinculó a la litis informando que, en el caso concreto, la Líder del Proceso de Rehabilitación ya solicitó a la empresa correspondiente la garantía de la prótesis suministrada al actor, por lo que considera que no ha vulnerado los derechos fundamentales del actor.
CONSIDERACIONES
El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

 ¿Se vulnera el derecho a la salud del actor al no realizar el cambio de la pieza deteriorada de su prótesis?

Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Innecesario resulta discutir y argumentar frente al derecho a la salud, cuando la Alta Magistratura Constitucional se ha encargado de catalogar el mismo como fundamental y por tanto, autónomo y susceptible de protección, sin que sea necesaria conexidad con algún otro beneficio de rango mayor
. 

2. MARCO NORMATIVO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, PARA LA FUERZA PÚBLICA.
La Ley 100 de 1993 excluyó del  Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial.
Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios.

Por otro lado, el Decreto 4782 de 2008 estableció las funciones de la Dirección General de Sanidad, entre las que se cuenta “Dirigir, contratar, comprometer, reconocer y ordenar el gasto de los recursos incorporados al Fondo Cuenta del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares para asegurar el cubrimiento de los riesgos de salud de los afiliados”.
Frente a ésta función y la determinación de qué entidades confluyen en la prestación oportuna del servicio de salud de los afiliados y beneficiarios del subsistema de salud de las Fuerzas Militares, la Sala de Casación Laboral recientemente indicó:

“Además, no sobra recordar que la Ley 352 de 1997 especificó que el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares está constituido, entre otros, por la Dirección General de Sanidad y la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, quienes en virtud de los principios de obligatoriedad, protección integral, descentralización, desconcentración, unidad y atención equitativa y preferencial, tendrán que trabajar de manera armónica con el fin de brindar una efectiva atención en salud a sus afiliados y beneficiarios y para ello deberán hacerse cargo de la prevención el diagnóstico, el tratamiento y la rehabilitación de cada uno. 

Lo anterior, aunado a que el Decreto 4782 de 2008 estableció como funciones de la Dirección General de Sanidad Militar la de dirigir y coordinar los planes y programas en salud para el funcionamiento del sistema y contratar, dirigir y comprometer el gasto de los recursos para asegurar el cubrimiento de los riesgos de salud de los afiliados, todo ello, se insiste, bajo un trabajo conjunto con las direcciones de sanidad de cada fuerza, en este caso, la Militar, quien tiene la obligación específica de prestar los servicios de salud en todos los niveles de atención”. 

3. TRAMITES ADMINISTRATIVOS NO PUEDEN INTERRUMPIR LA PRESTACIÓN EFECTIVA DEL SERVICIO DE SALUD.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que los trámites que a nivel administrativo se presenten entre las diferentes entidades prestadoras del servicio de salud,  son ajenos al usuario.  Por lo tanto, cuando se alegan circunstancias de esa índole para negar o dilatar la prestación oportuna de cualquier servicio requerido por el paciente, se vulnera el derecho a la salud.

En tal sentido, en  la Sentencia T- 384-13 se indicó lo siguiente:
“(…) también son trabas injustificadas aquellas que sin ser una exigencia directa al usuario sobre un procedimiento a surtir, terminan por afectar su derecho fundamental a la salud, en cualquiera de sus facetas. En cumplimiento de las funciones que les asigna el Sistema a las entidades que lo integran, se pueden presentar fallas u obstáculos en relación a circunstancias administrativas o financieras, de índole interinstitucional. Es frecuente por ejemplo, que una institución prestadora de los servicios de salud niegue la práctica de un examen diagnóstico, o la valoración por un especialista, o el suministro de un medicamento o insumo, aduciendo que la EPS a la cual se encuentra afiliado el usuario no tiene convenio vigente para la atención, o no ha pagado la contraprestación económica, o se adeudan cuentas de cobro. Cuando la carga por estos inconvenientes se traslada al usuario, se vulnera su derecho fundamental a la salud.

4. CASO CONCRETO

En el caso bajo análisis, el actor reclama de la entidad accionada el remplazo de una de las piezas que hace parte de la prótesis trastibial Liner, que le fue suministrada para que le fuera posible caminar, dado que la misma hace las veces de su miembro inferior izquierdo.
Según el documento visible a folios 3 y 4 del expediente, se puede advertir que desde el 9 de marzo de 2016, el señor Buitrago Arbeláez,  puso en conocimiento de la Seccional de Sanidad de la Policía Nacional  - Risaralda, la gestión por él adelantada con el fin de lograr la garantía del aparato ortopédico, al paso que solicitó el remplazo de la pieza deteriorada –Liner-, sin lograr un pronunciamiento por parte de la llamada a juicio, quien sólo a raíz de la iniciación de la presente acción de tutela, adelantó trámites para hacer efectiva la garantía de la prótesis. 
Esa actuación omisiva de la entidad, tiene repercusiones directas no sólo en la salud del paciente, sino en su dignidad humana, pues mientras no le sea remplazada la pieza deteriorada de su prótesis o suministrada una nueva, no puede valerse de sus propios medios para desplazarse, dada su condición de discapacidad, la cual no ha sido tenida en cuenta por la tutelada.

Así las cosas, como quiera que los trámites internos, administrativos o de índole interinstitucional que deban adelantarse para hacer efectiva la garantía del “Líner”, no pueden afectar la continua prestación del servicio se tutelarán los derechos a la salud y a la dignidad humana de la cual es titular el señor Carlos Hernán Buitrago Arbeláez y en consecuencia, se dispondrá a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, a través de la Seccional Risaralda de la cual está encargada la Capitán Ivonne Johana Hernández Rodríguez, que en el término de quince (15) días hábiles, contados a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, realice todas las gestiones necesarias, para que sea remplazado el “Liner” de la prótesis trastibial suministrada al actor o en su defecto sea entregada una nueva. 

Por otro lado, como quiera que lo pretendido a través del derecho de petición formulado por el actor el día 9 de marzo de 2016, se cumple con las órdenes antes dispuestas por la Sala, innecesario resulta un pronunciamiento expreso en relación con su vulneración.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR los derechos a la salud y a la dignidad humana de los cuales es titular el señor  CARLOS HERNÁN BUITRAGO ARBELÁEZ.

SEGUNDO: ORDENAR  Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, a través de la Seccional Risaralda de la cual está encargada la Capitán Ivonne Johana Hernández Rodríguez, que en el término de quince (15) días hábiles, contados a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, realice todas las gestiones necesarias, para que sea remplazado el “Liner” de la prótesis trastibial suministrada al actor o en su defecto sea entregada una nueva. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,



JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES           ISSA RAFAÉL ULLOQUE TOSCANO
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Ver Sentencia T-650 de 2009
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